SENTENCIA TUTELA 2ª INSTANCIA N° 056
RADICACIÓN:  66001318700120200000801
ACCIONANTE: OMAR DAVID CARDONA DUQUE 
CONFIRMA

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
DERECHO A LA PROPIEDAD / ENTREGA DE BIENES REMITIDOS DESDE ESTADOS UNIDOS / PRINCIPIO DE SUBSIDIARIEDAD / IMPROCEDENCIA DE LA TUTELA PARA DIRIMIR CONFLICTOS DE INDOLE ECONÓMICO.
… en principio la tutela no procede cuando existan otros recursos o medios de defensa judiciales, salvo que se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable, caso en el cual se debe demostrar la premura de la situación y la importancia del auxilio constitucional; es decir, que no puede utilizarse como forma de evadir los procesos ordinarios o especiales contemplados de manera general por la ley. (…)
Así, mismo ha sido enfática la jurisprudencia constitucional en indicar que este mecanismo es improcedente cuando se trata de dirimir asuntos de índole económico. A ese respecto se ha indicado: 

“La Corte Constitucional ha entendido como regla general, que el único objeto de la acción de tutela es la protección efectiva, inmediata y subsidiaria de los derechos fundamentales. De esta manera, se ha entendido que el presente mecanismo es improcedente para dirimir conflictos de naturaleza económica que no tengan trascendencia iusfundamental, pues la finalidad del amparo constitucional es servir de instrumento de salvaguarda iusfundamental, más no como mecanismo encaminado a resolver controversias de estirpe contractual y económico…”
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RAMA JUDICIAL
TRIBUNAL SUPERIOR DE PEREIRA
SALA DE DECISIÓN PENAL

Magistrado Ponente

 JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Pereira, nueve (09) de marzo de dos mil veinte (2020)
Acta de Aprobación No 230
Hora: 3:30 p.m.
1.- VISTOS

Procede la Sala por medio de este proveído a desatar la impugnación interpuesta por el apoderado judicial del señor OMAR DAVID CARDONA DUQUE, contra la sentencia proferida por el Juzgado Primero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira (Rda.), con ocasión de la acción de tutela instaurada en contra de la DIRECCIÓN DE IMPUESTOS Y ADUANAS NACIONALES -en adelante DIAN-.

2.- SOLICITUD 
Lo sustancial de los hechos que plantea en el escrito de tutela el apoderado del accionante se pueden concretar así: (i) desde septiembre 30 de 2019 la señora madre de OMAR CARDONA le envió desde los Estados Unidos “un Nintendo Swith”, “un Iphone 6s Plus Used” y “Un par de tennis”; (ii) se acercó a Servicios Postales Nacionales S.A. 472, con el fin de reclamar los elementos, pero le informaron la imposibilidad de ser entregados con el argumento según el cual: “no cumplía con requisitos para ingresar al país por la modalidad de tráfico postal y envíos urgentes, según Decreto 2685 de 1999, artículo 193”; (iii) le informaron que cuenta con cinco días para adelantar el proceso en Bogotá, cuando su lugar de residencia es en Pereira; (iv) no es comerciante, ni importador, ni exportador de mercancías; (v) luego de agotar la reclamación, la DIAN no autoriza la entrega de los elementos; (vi) la entidad exige la homologación del móvil, lo cual cumplió a cabalidad, pero quiere bloquear la entrega de los demás elementos de uso personal y entretenimiento, los cuales tienen un costo de $1’000.000 aproximadamente, por tanto, se vislumbra el abuso dominante de la DIAN, afectando su derecho a la propiedad.
Pide la protección a sus derechos fundamentales a la propiedad y debido proceso, y se ordene a la DIAN autorizar y disponer la entrega por parte de la empresa postal 472 de los elementos que le fueron enviados desde Estados Unidos.

3.- TRÁMITE Y FALLO 
3.1.- La acción le correspondió por reparto al Juzgado Primero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira (Rda.), despacho que una vez admitió la tutela dispuso correr traslado de la misma a la DIAN. Igualmente vinculó oficiosamente a la empresa de correo terrestre 472 S.A. En tiempo oportuno las entidades se pronunciaron así:

- La apoderada judicial de la DIAN solicitó se declare improcedente la acción de tutela, y argumentó: (i) la reiterada jurisprudencia de la H. Corte Constitucional en concordancia con lo dispuesto por los artículos 86 de la Carta Política y 6 del Decreto 2591/91, señalan que la acción de tutela es un mecanismo judicial para la protección inmediata de los derechos fundamentales, de carácter subsidiario, y es procedente siempre que en el ordenamiento jurídico no exista otra acción idónea y eficaz para la tutela judicial de los mismos; (ii) la acción de tutela instaurada por OMAR CARDONA por intermedio de su apoderado, resulta improcedente cuando es utilizada como mecanismo alternativo de los medios judiciales ordinarios de defensa previstos por la ley; (iii) en el caso concreto estamos frente a un procedimiento administrativo aduanero totalmente reglado, contenido en el Decreto 1165/19, con el cual derogó el Decreto 2685/99; (iv) la DIAN actúa bajo un marco jurídico especial, y no se puede dejar de lado que la Unidad Administrativa Especial de la DIAN, tiene como objeto coadyuvar a garantizar la seguridad fiscal del Estado y la protección del orden público económico nacional, mediante la administración y control al debido cumplimiento de las obligaciones tributarias, aduaneras y cambiarias; (v) no es a través de la acción de tutela en que se deben ventilar los procesos especiales que adelanta la DIAN, y la entidad no le ha vulnerado ningún derecho fundamental al accionante. 
- El Jefe Oficina Asesora Jurídica del Servicio de Envíos de Colombia 472 S.A. solicitó se desvincule a la entidad, toda vez que no ha vulnerado ningún derecho fundamental del accionante, y no se ha comprobado la existencia de un perjuicio irremediable, máxime cuando la reclamación la debe realizar ante la DIAN.

3.2.- Agotado el trámite a seguir en fallo de enero 24 de 2020 y dentro del término constitucional, el a quo negó por improcedente la acción de tutela elevada por el señor CARDONA DUQUE. Para llegar a la anterior determinación, argumentó que en el caso en estudio no concurren los requisitos para que se configure el perjuicio irremediable, y el accionante cuenta con un medio de defensa judicial idóneo y efectivo que permite la protección de sus derechos, como lo es la nulidad y restablecimiento del derecho del acto administrativo mediante el cual decidió la DIAN no autorizar la entrega de los elementos que reclama el actor, proceso en el que además puede solicitar medida previa o cautelar.

4.- IMPUGNACIÓN

El apoderado judicial del accionante fue notificado de la providencia adoptada, y en un escrito que presentó en el Juzgado manifestó que la impugnaba, sin que hubiera efectuado argumentación alguna.

5.- POSICIÓN DE LA SALA

Se tiene competencia para decidir la impugnación incoada contra el fallo dictado por el Juzgado Primero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira (Rda.), de acuerdo con las facultades conferidas en los artículos 86 y 116 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591/91 y 1º del Decreto 1382/00, modificado por los Decretos 1069/15  y 1983 de 2017.

5.1.- Problema jurídico planteado
Corresponde al Tribunal establecer el grado de acierto o desacierto contenido en la sentencia impugnada, en cuanto declaró improcedente la acción constitucional presentada por parte del señor OMAR DAVID CARDONA DUQUE. De conformidad con el resultado, se procederá a tomar la determinación pertinente, ya sea convalidando la decisión, revocándola o modificándola.

5.2.- Solución a la controversia
La acción de tutela ha sido por excelencia el mecanismo más expedito en materia de protección de derechos fundamentales, gracias a ella el Estado Colombiano logró optimizarlos y hacerlos valer a todos los ciudadanos sin discriminación alguna. 

En este caso el señor OMAR CARDONA concurre ante el juez constitucional por considerar que la DIAN le está vulnerando sus derechos fundamentales a la propiedad y al debido proceso, ante la decisión de no autorizar la entrega de unos elementos que le fueron enviados desde Estados Unidos por medio de una empresa de correo terrestre. 
El juez de primer nivel, luego de agotado el traslado de la acción de tutela, decidió declarar improcedente la acción porque no se acreditó la existencia de un perjuicio irremediable.

Aunque el apoderado judicial impugnó la decisión sin sustentar su inconformidad, la Sala se pronunciará sobre la misma como quiera que la jurisprudencia constitucional ha sido unánime y reiterada al establecer que la impugnación es un derecho reconocido por la Carta Política a las partes que intervienen dentro del trámite de la acción de amparo y, por lo tanto, los jueces de la República están obligados a conocer de ella pese a no haber sido sustentada
.

Frente a las pretensiones que hace el accionante debe reiterarse que en principio la tutela no procede cuando existan otros recursos o medios de defensa judiciales, salvo que se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable, caso en el cual se debe demostrar la premura de la situación y la importancia del auxilio constitucional; es decir, que no puede utilizarse como forma de evadir los procesos ordinarios o especiales contemplados de manera general por la ley.

Sobre el particular en la sentencia T-313/05 la H. Corte Constitucional plasmó lo siguiente: 

“[…] La acción de tutela es un mecanismo de protección de derechos fundamentales cuyas características y condiciones son definidas por la misma Carta Política. Dentro de estos requisitos se encuentran la subsidiariedad y la inmediatez. 

El primero está relacionado con la necesidad que en cada caso concreto se acredite que el afectado no cuenta con otro mecanismo de protección de sus derechos o que, en razón a la inminencia de un perjuicio irremediable, dicho instrumento pierde su idoneidad para garantizar la eficacia de los postulados constitucionales, caso en el cual la Carta prevé la procedencia excepcional y transitoria.
 

El fundamento constitucional de la subsidiariedad, bajo esta perspectiva, consiste en impedir que la acción de tutela, que tiene un campo restrictivo de aplicación, se convierta en un mecanismo principal de protección de los derechos fundamentales.  En efecto, la Constitución y la ley estipulan un dispositivo complejo de competencias y procesos judiciales que tienen como objetivo común garantizar el ejercicio pleno de los derechos constitucionales, en consonancia con el cumplimiento de los demás fines del Estado previstos en el artículo 2 Superior.  Por tanto, una comprensión ampliada de la acción de tutela, que desconozca el requisito de subsidiariedad, vacía el contenido de las mencionadas competencias y, en consecuencia, es contraria a las disposiciones de la Carta Política que regulan los instrumentos de protección de los derechos dispuestos al interior de cada una de las jurisdicciones.”

Así, mismo ha sido enfática la jurisprudencia constitucional en indicar que este mecanismo es improcedente cuando se trata de dirimir asuntos de índole económico. A ese respecto se ha indicado: 

“La Corte Constitucional ha entendido como regla general, que el único objeto de la acción de tutela es la protección efectiva, inmediata y subsidiaria de los derechos fundamentales. De esta manera, se ha entendido que el presente mecanismo es improcedente para dirimir conflictos de naturaleza económica que no tengan trascendencia iusfundamental, pues la finalidad del amparo constitucional es servir de instrumento de salvaguarda iusfundamental, más no como mecanismo encaminado a resolver controversias de estirpe contractual y económico, por cuanto para esta clase de contiendas, existen en el ordenamiento jurídico las respectivas acciones y recursos judiciales previstos por fuera de la jurisdicción constitucional. Los únicos casos en que excepcionalmente la acción de tutela pueda llegar a desatar pretensiones y conflictos de tipo económico o contractual, es porque consecuencialmente concurre la defensa de una garantía fundamental, de manera que, para lograr su efectiva protección, el juez de tutela debe definir aquellas controversias”.

De la información suministrada por el apoderado judicial del señor OMAR CARDONA se desprende que la situación que motiva la interposición de la acción constitucional en contra de la DIAN, es de naturaleza económica, toda vez que pretende por intermedio de esta vía judicial la entrega de unos elementos que asevera son de su propiedad y que tienen un costo de $1’000.000 aproximadamente.

De esa mera situación emerge la improcedencia de la acción constitucional, aunado a que no existe probanza alguna ni siquiera sumaria, que acredite que la no entrega de dichos elementos le cause un perjuicio irremediable, ni tampoco señaló en qué consistió la presunta afectación del derecho al debido proceso por parte de la DIAN. 
Frente a dicho particular, la Corte Constitucional igualmente ha referido:

"[…] es importante indicar que la jurisprudencia de la Corte Constitucional ha considerado como condición necesaria para establecer la procedencia de la acción de tutela, que el perjuicio irremediable se encuentre acreditado en el expediente, así sea en forma sumaria. No obstante, la Corporación ha aclarado que el accionante puede cumplir con esta carga, mencionando al menos los hechos que le permitan al juez deducir la existencia de un perjuicio irremediable, en consideración a la jerarquía de los derechos cuyo amparo se solicita mediante la acción de tutela y a la naturaleza informal de este mecanismo de defensa judicial"
 
Por tanto, ninguna circunstancia excepcional se percibe por parte del accionante que lleve a estimar que la intervención de la justicia constitucional es necesaria, toda vez que no se vislumbra la inminencia, urgencia y gravedad de la situación presentada.

Así las cosas, la Sala acompañará la sentencia dictada por el funcionario de primer nivel.

6.- DECISIÓN 

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala Penal, administrando justicia en nombre de la República y por mandato de la Constitución y la ley,  

FALLA

PRIMERO: SE CONFIRMA la sentencia de tutela proferida por el Juzgado Primero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira (Rda.). 

SEGUNDO: Por secretaría se remitirá el expediente a la H. Corte Constitucional para su eventual revisión.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Los Magistrados, 

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

MANUEL YARZAGARAY BANDERA
La Secretaria de la Sala,

ADRIANA JULIA CATAÑO LÓPEZ
� Auto 004/95 Corte Constitucional.


� En relación con la subsidiariedad de la acción de tutela pueden consultarse, entre otras, las sentencias T-297 de 1997, M.P. Antonio Barrera Carbonell, T-449 de 1998, M.P. Alfredo Beltrán Sierra y T-300 de 2004, M.P. Eduardo Montealegre Lynett. 


� Sentencia T-903 de 2014. 


� Sentencia T-061 de 2017. 
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